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Corte Constitucional
	 
          

          COMUNICADO No. 44
               Noviembre 13 de 2013

 


Los derechos políticos no son absolutos. La Corte reiteró que la legitimidad para hacer uso de la acción pública de inconstitucionalidad está restringida a quienes ejercen derechos políticos. Por ello, las personas sancionadas con interdicción del ejercicio de derechos políticos y funciones públicas en virtud de condena penal, tienen suspendida temporalmente la posibilidad de instaurar la acción pública de inconstitucionalidad, por uno de los derechos políticos consagrados en el artículo 40 de la Constitución 
	  III.  EXPEDIENTE D-9621 AC - SENTENCIA C-827/13  (Noviembre 13)
          M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo




1.
Norma acusada

LEY 1592 DE 2012

(Diciembre 3)

Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005 “por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios” y se dictan otras disposiciones

ARTÍCULO 19. La Ley 975 de 2005 tendrá un nuevo artículo 18A del siguiente tenor: 

Artículo 18A. Sustitución de la medida de aseguramiento y deber de los postulados de continuar en el proceso. El postulado que se haya desmovilizado estando en libertad podrá solicitar ante el magistrado con funciones de control de garantías una audiencia de sustitución de la medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario por una medida de aseguramiento no privativa de la libertad, sujeta al cumplimiento de lo establecido en el presente artículo y a las demás condiciones que establezca la autoridad judicial competente para garantizar su comparecencia al proceso del que trata la presente ley. El magistrado con funciones de control de garantías podrá conceder la sustitución de la medida de aseguramiento en un término no mayor a veinte (20) días contados a partir de la respectiva solicitud, cuando el postulado haya cumplido con los siguientes requisitos: 

1. Haber permanecido como mínimo ocho (8) años en un establecimiento de reclusión con posterioridad a su desmovilización, por delitos cometidos durante y con ocasión de su pertenencia al grupo armado organizado al margen de la ley. Este término será contado a partir de la reclusión en un establecimiento sujeto integralmente a las normas jurídicas sobre control penitenciario; 

2. Haber participado en las actividades de resocialización disponibles, si estas fueren ofrecidas por el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec) y haber obtenido certificado de buena conducta; 

3. Haber participado y contribuido al esclarecimiento de la verdad en las diligencias judiciales del proceso de Justicia y Paz; 

4. Haber entregado los bienes para contribuir a la reparación integral de las víctimas, si a ello hubiere lugar de conformidad con lo dispuesto en la presente ley; 

5. No haber cometido delitos dolosos, con posterioridad a la desmovilización. 

Para verificar los anteriores requisitos el magistrado tendrá en cuenta la información aportada por el postulado y provista por las autoridades competentes. 

Una vez concedida, la sustitución de la medida de aseguramiento podrá ser revocada por el magistrado con funciones de control de garantías a solicitud de la Fiscalía General de la Nación o de las víctimas o de sus representantes, cuando se presente alguna de las siguientes circunstancias: 

1. Que el postulado deje de participar en las diligencias judiciales de su proceso de justicia y paz, o se compruebe que no ha contribuido al esclarecimiento de la verdad; 

2. Que el postulado incumpla las condiciones fijadas por la autoridad judicial competente; 

3. Que el postulado no participe del proceso de reintegración diseñado por el Gobierno nacional para los postulados a la Ley de Justicia y Paz en desarrollo del artículo 66 de la presente ley. 

PARÁGRAFO. En los casos en los que el postulado haya estado privado de la libertad al momento de la desmovilización del grupo al que perteneció, el término previsto como requisito en el numeral 1 del inciso primero del presente artículo será contado a partir de su postulación a los beneficios que establece la presente ley.
ARTÍCULO 35. Modifíquese el artículo 66 de la Ley 975 de 2005, el cual quedará así: 

Artículo 66. Resocialización y reintegración de postulados en detención preventiva y de condenados a la pena alternativa. El Gobierno nacional velará por la resocialización de los postulados mientras permanezcan privados de la libertad, y por la reintegración de aquellos que sean dejados en libertad por cumplimiento de la pena alternativa privativa de la libertad o por efecto de sustitución de la medida de aseguramiento. 

El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario diseñará y ejecutará un programa especial para la resocialización de los postulados que se encuentren privados de la libertad en establecimientos penitenciarios o carcelarios. En estos casos, la finalidad de la detención preventiva incluirá la resocialización de los desmovilizados que hayan sido postulados por el Gobierno nacional al proceso penal de que trata la presente ley y que se encuentren activos en el mismo. El programa de resocialización deberá incluir un componente de atención psicosocial que les permita a los postulados participar de manera efectiva en los procesos penales especiales de justicia y paz. 

La Agencia Colombiana para la Reintegración de Personas y Grupos Alzados en armas, diseñará e implementará en el marco de la política nacional de reintegración social y económica de personas y grupos alzados en armas, un proceso de reintegración particular y diferenciado para los desmovilizados postulados a la presente ley que sean dejados en libertad, el cual tendrá como objetivo la contribución de estos postulados a la reconciliación nacional. Este programa de reintegración no estará supeditado a la prohibición establecida en el artículo 50 de la Ley 418 de 1997, y deberá incluir un componente de atención psicosocial. Este programa en ningún caso podrá incluir la financiación de proyectos productivos. 

El proceso de reintegración será de carácter obligatorio para los desmovilizados postulados al proceso de la presente ley. 

Para el desarrollo e implementación de la política nacional de reintegración de personas y grupos alzados en armas, el fortalecimiento institucional y en general para el cumplimiento de sus funciones, la Agencia Colombiana para la Reintegración de Personas y Grupos Alzados en Armas, podrá adelantar alianzas, suscribir convenios y celebrar contratos con entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras. 

El Gobierno nacional, a través de las entidades competentes, determinará y adoptará las medidas de protección para los postulados a la presente ley que quedaren en libertad por cumplimiento de la pena alternativa privativa de la libertad o por efecto de sustitución de la medida de aseguramiento, previo estudio del nivel de riesgo y de conformidad con la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno Nacional, con el fin de garantizar su proceso de reintegración. 

PARÁGRAFO. Para efectos de las disposiciones contenidas en el presente artículo, el Gobierno nacional realizará los ajustes y las apropiaciones presupuestales necesarias durante las respectivas vigencias fiscales.
2.
Decisión

Declararse INHIBIDA para emitir pronunciamiento de fondo en relación con la demanda formulada contra los artículos 19 (parcial) y 35 (parcial) de la Ley 1592 de 2012, por falta de legitimación de los demandantes. 
3.
Síntesis de los fundamentos 

La Corte Constitucional ha explicado en repetidas oportunidades que la legitimidad para hacer uso de la acción pública de inconstitucionalidad está restringida a quienes ejercen derechos políticos. De manera constante ha señalado, que la calidad de ciudadano en ejercicio constituye un requisito sustancial para convertirse en sujeto activo de esta acción pública, de manera que no podría emitir pronunciamiento de fondo respecto de aquellos preceptos legales que han sido demandados, si quienes formulan la acusación no demuestran tener esa condición. En realidad, tal como se advierte de los mandatos contenidos en los artículos 40 y 241 de la Carta, la capacidad jurídica para iniciar y concluir válidamente al juicio de inconstitucionalidad la tiene únicamente quien acredite estar en ejercicio de la ciudadanía.

El Tribunal recordó que en Colombia, el control de constitucionalidad se ejerce -entre otros supuestos- por los ciudadanos, a través de una acción pública cuya finalidad es retirar o mantener en el  ordenamiento jurídico una norma, según esta sea o no conforme con la normatividad constitucional, por medio de una decisión que tiene efectos erga omnes. Esta acción ciudadana, establecida por primera vez en la Ley 2ª de 1904 -para decretos leyes y posteriormente, en el Acto Legislativo 3 de 1910 -para leyes en sentido formal y material- encaminada a salvaguardar la integridad de la Carta Política, al margen de pretensiones o intereses de orden individual y subjetivo, constituye uno de los derechos políticos consagrados en el artículo 40 de la Constitución que, con excepción de la participación de los extranjeros en las elecciones y consultas populares de carácter municipal o distrital (art. 100 C.Po.), se entienden reservados a los nacionales colombianos, siempre y cuando se encuentren en ejercicio de la ciudadanía.

En efecto, de acuerdo con las normas constitucionales, es claro que el solo hecho de ser titular de los derechos políticos no habilita al nacional colombiano para ejercerlos. Los derechos políticos no son absolutos. Según lo ha determinado la jurisprudencia, tres son las exigencias constitucionales que condicionan el ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad: (i) ser persona natural de nacionalidad colombiana, (ii) ostentar la calidad de ciudadano y (iii) hallarse en ejercicio de los derechos políticos. En cuanto al primer requisito, esto es, acreditar la condición de persona natural de nacionalidad colombiana, la Corte ha explicado que “las personas jurídicas, públicas o privadas, no pueden demandar la inexequibilidad de una determinada norma”, por cuanto “los derechos políticos son ejercidos únicamente por personas naturales, concretamente por aquellas cuyos derechos ciudadanos se encuentran vigentes”. El segundo requisito consiste en ostentar la calidad de ciudadano, adquirida por los nacionales colombianos cuando alcanzan la mayoría de edad, que mientras la ley no disponga otra cosa se da a partir de los dieciocho años (art. 98 CP). Como es sabido, la cédula de ciudadanía expedida por la Registraduría Nacional del Estado Civil es el documento que permite la identificación de las personas, el ejercicio de sus derechos civiles y la participación de los ciudadanos en la actividad política. En esa medida, al hacerse uso de la acción pública de inconstitucionalidad la calidad de ciudadano se acredita con la presentación personal de la demanda ante juez o notario público. Finalmente, el tercer requisito exige que el ciudadano se encuentre en pleno ejercicio de sus derechos políticos, de manera que no haya sido privado o suspendido de los mismos. Así lo ha determinado, entre muchas otras, en la Sentencia C-536/98, donde la Corte se declaró inhibida para proferir decisión de mérito en la demanda de inconstitucionalidad interpuesta por un ciudadano, quien se encontraba suspendido del ejercicio de sus derechos políticos debido a una condena penal en su contra.

En el presente caso, la Corte constató que actualmente, los demandantes carecen de legitimidad para instaurar la acción pública de inconstitucionalidad, toda vez que el ejercicio de sus derechos políticos se encuentra suspendido en virtud de condena penal. En consecuencia, debe proceder a inhibirse de emitir un fallo de fondo, por ausencia de legitimidad de los demandantes para presentar dicha acción.

La Corporación reiteró que lo anterior no significa, que las personas condenadas a quienes se les impone la restricción temporal en el ejercicio de sus derechos políticos no puedan formular durante el respectivo lapso, las demás acciones judiciales que la Constitución y la ley les reconocen para acceder a la administración de justicia, en defensa de sus derechos.

4.
Salvamentos y aclaraciones de voto  
Los magistrados Mauricio González Cuervo y Luis Guillermo Guerrero Pérez se apartaron de la decisión mayoría de inhibición, toda vez que consideran que la interdicción de derechos políticos de una persona a la que se impone una condena de prisión, no implica que se le prive del ejercicio de acciones constitucionales en defensa de la integridad y supremacía de la Constitución, como un mecanismo de acceso a la administración de justicia. 

Para el magistrado González Cuervo, es hora de que la Corte modifique la doctrina que niega a las personas condenadas a penas de prisión, la facultad de presentar demandas de inconstitucionalidad, por lo siguiente: (i) Reconoce como plausible que la Corte haya venido considerando que el derecho de ejercer la acción pública de inconstitucionalidad por parte de personas judicialmente condenadas, deba ser denegado, con base en el artículo 40 de la Constitución que incluye tal facultad como una modalidad de los derechos políticos, los cuales son susceptibles de interdicción como consecuencia de la condena. (ii) Pese a lo anterior, no debe soslayarse que la facultad de presentar demandas de inconstitucionalidad ante la Corte Constitucional es un modo de ejercicio del derecho de acceso a la justicia, frente al cual la condición de condenado no puede ser razón para su desconocimiento. (iii) La defensa de la Constitución por los tribunales constitucionales es una actuación típicamente judicial, que se activa por medio de un instrumento jurisdiccional como lo es la acción pública, se desenvuelve a través de un proceso judicial y se define con una sentencia. (iv) Por lo anterior, el derecho de demandar la inconstitucionalidad de las leyes se inscribe más en la esfera del derecho de acceder a la administración de justicia que en la del ejercicio del control político, razón por la cual, tras reconocerse su naturaleza, ha de deducirse la intangibilidad de tal derecho para las personas, incluso las condenadas. (v) Finalmente, en la ponderación del derecho de accionar en constitucionalidad, como derecho político y como derecho de acceso a la justicia, debe prevalecer la interpretación favorable al ejercicio de los derechos humanos de las personas, no obstante estar condenadas. (vi) En suma, debe la Corte modificar su jurisprudencia y validarle a los ciudadanos condenados el derecho de ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad, removiéndose con ello otro obstáculo consuetudinario de acceso a la justicia en Colombia.
Los magistrados María Victoria Calle Correa y Alberto Rojas Ríos se reservaron la posibilidad de presentar eventualmente aclaraciones de voto.
JORGE IVÁN PALACIO PALACIO

                                                       Presidente
